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La situación de Cuba en la OEA y la protección de los derechos humanos

(Presentado por la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos)
I. Octava Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, Punta del Este, Enero 1962.

1.1.
En la Octava Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores de la OEA  realizada en Punta del Este, Uruguay, del 22 al 31 de Enero de 1962, se consideró el tema de Cuba, adoptándose la Resolución VI que estableció lo siguiente en su parte resolutiva:

Resolución VI
“Exclusión del actual Gobierno de Cuba de su participación en el

Sistema  Interamericano”.

1.  Que la adhesión de cualquier miembro de la OEA al marxismo-leninismo es incompatible con el Sistema Interamericano y el alineamiento de tal Gobierno con el bloque comunista quebranta la unidad y la solidaridad del Hemisferio.

2.  Que el actual Gobierno de Cuba, que oficialmente se ha identificado como un gobierno marxista-leninista, es incompatible con los principios y propósitos del Sistema Interamericano.

3.  Que esta incompatibilidad excluye al actual Gobierno de Cuba de su participación en el Sistema Interamericano.

4.  Que el Consejo de la Organización de los Estados Americanos y los otros órganos y organismos del Sistema Interamericano adopten sin demora las providencias necesarias para cumplir esta resolución. 

1.2.
Otra Resolución adoptada por los Ministros de Relaciones Exteriores en esta Reunión, solicitaba a los Estados Miembros de la OEA que suspendieran inmediatamente todo comercio con Cuba, vinculado a armas de cualquier tipo o  implementos de guerra.*
II. Cumplimiento por parte del Consejo de la OEA de la Resolución VI de la Octava Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores.

2.1.
En su sesión del 14 de febrero de 1962, el Consejo de la OEA tomó conocimiento de las resoluciones adoptadas por la Octava Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores y procedió a considerar, en primer lugar, la Resolución VI, especialmente, a la luz de lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 de esa resolución.

2.2.
En dicha oportunidad, el Presidente manifestó sobre esta materia lo siguiente:

“...En atención a lo expresado en los párrafos 3 y 4 de la resolución que acaba de leerse, sólo compete al Consejo tomar las providencias que resulten de la exclusión del actual Gobierno de Cuba de su participación en el sistema interamericano, decidida por el Órgano de Consulta.  Por lo tanto, habiendo quedado excluido el actual Gobierno de Cuba de su participación en este Consejo, sus comisiones y sus órganos, desde la fecha de la aprobación de la citada resolución, sólo procede encomendar a la Comisión General el estudio de las providencias que puedan ser conducentes, a fin  de que proponga, con la urgencia que el caso requiere, sus recomendaciones al Consejo acerca de algunos trámites que corresponda adoptar.  La Presidencia ha creído prudente adoptar este procedimiento en vista de la variedad de providencias que pueden ser  pertinentes y que deben identificarse para ser consideradas por las comisiones respectivas, con el fin de que tenga un adecuado cumplimiento de la decisión del Órgano de Consulta.  Además, la  Presidencia estima que debe solicitarse al Secretario General que transmita el texto del Acta Final de la Octava Reunión de Consulta a los otros órganos y organismos del sistema interamericano para su conocimiento y los fines consiguientes.  Me permito preguntar a los señores Representantes si consideran conveniente adoptar el procedimiento que se ha permitido sugerir la Presidencia.  Hay objeción?  Se procederá, pues, de la manera indicada por la Presidencia.  Habiéndose tomado ya esta decisión, algunos de los señores Representantes han querido hacer ciertas aclaraciones”.

*.
Las sanciones contra Cuba adoptadas en 1962 y 1964, recibieron las dos terceras partes de los votos requeridos por el tratado Interamericano de Asistencia Recíproca, pero no hubo unanimidad en ninguno de los casos. México fue el país que expresó la mayor oposición a las sanciones adoptadas. Recién en 1975 se consideró una modificación a las sanciones establecidas contra Cuba, debido a que varios Estados miembros de la OEA consideraban que las sanciones habían sido infectivas e inapropiadas. Es así como a partir de 1970 varios países (Argentina, Chile, Panamá y Perú, por ejemplo) reasumieron relaciones económicas y/o diplomáticas con Cuba. En Junio de 1972 el Consejo Permanente rechazó una propuesta de Perú para levantar las sanciones contra Cuba. Pero fue recién en la Décimo Sexta Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores en Julio de 1975, que se adoptó una resolución que dejaba en libertad a los Estados miembros para adoptar las acciones que considerara pertinente en relación a Cuba en sus relaciones bilaterales. De esta manera dicha resolución no levantaba las sanciones contra Cuba adoptadas por la OEA pero dejaba en libertad a los Estados de aplicar o no sanciones contra dicho país. 

2.3.
El Consejo prosiguió con la consideración de este asunto en su sesión ordinaria celebrada el 21 de marzo de 1962, oportunidad en la cual recibió el “Informe de la Comisión General en relación con el cumplimiento de la Resolución VI de la Octava Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores”  (OEA/Ser.G/IV, C-i-567, Rev.).

2.4.
Dicho informe fue elaborado por la Comisión General en virtud del encargo formulado por el Consejo para que realizara “el estudio de las providencias que puedan ser conducentes, a fin de que proponga, con la urgencia que el caso requiere, sus recomendaciones al Consejo acerca de los trámites que corresponda adoptar”, en relación con el cumplimiento de la Resolución VI.

2.5.
De acuerdo con el informe referido y como resultado del examen realizado acerca de la situación de los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano, la Comisión llegó a la conclusión de que el único trámite que cabía efectuar al Consejo, con respecto al cumplimiento de la mencionada Resolución VI, se refería al Comité de Acción Cultural del cual Cuba era miembro.  Frente a este caso la Comisión opinó que lo procedente era que el Consejo pasara a elegir un nuevo miembro de ese Órgano de acuerdo con su Estatuto y tan pronto como se presentaran los candidatos por parte de los Estados que no eran miembros del Comité aludido.

2.6.
El citado informe terminó señalando lo siguiente: “La Comisión General entiende que ninguna otra medida del Consejo es necesaria con relación a la Resolución VI de la Octava Reunión de Consulta, por cuanto los demás órganos y organismos del sistema interamericano deberán dar cumplimiento por sí mismos a la mencionada resolución.  De conformidad con este criterio el Consejo acordó, en su sesión del 14 de febrero último, que el Secretario General de la Organización enviara a dichos órganos y organismos el Acta Final de la citada Reunión de Consulta”.

2.7.
Al considerarse en el Consejo el informe de la Comisión General en comentario, la delegación de un Estado Miembro hizo presente a la sala que tal informe no contenía ningún proyecto de resolución a ser discutido por el Consejo y,  que en tal virtud,  no requería de votación, y por ende, sólo cabía que este cuerpo lo considerara aprobado en la forma más rápida posible.

2.8.
Por su parte, el Presidente del Consejo concordó con lo manifestado por la antes mencionada Delegación, y en este sentido anunció que el informe señalado no sería sometido a votación ya que sólo contenía una recomendación o indicación al Consejo referente al Comité de Acción Cultural a la que antes se hizo referencia.  Una vez formuladas las anteriores apreciaciones, expresó que “espero que el Consejo esté de acuerdo  con esa recomendación.  En consecuencia, se declara agotado este punto del orden del día”.

III. Afirmación de la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para continuar actuando en el campo de la protección de los derechos humanos en Cuba.

3.1. Es un hecho que desde la adopción de la Resolución VI de la Octava Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores en 1962 y, mas precisamente con posterioridad a la acción del Consejo antes descrita,  el actual Gobierno de Cuba no ha participado en ninguna de las reuniones celebradas por los órganos y organismos del sistema interamericano. Tampoco la Secretaría General ha tenido contacto institucional con dicho Gobierno. 

3.2. No obstante lo anterior, debe hacerse presente que existen dos excepciones a lo arriba mencionado, cada una de naturaleza diferente y características propias. La primera esta referida a la participación del Gobierno de Cuba en la Organización Panamericana de la Salud (OPS), que constituye un organismo especializado de la OEA. Sin embargo, la participación de Cuba en la OPS,  no se deriva de la condición de organismo especializado de la OEA, sino del acuerdo que existe entre la Organización Mundial de Salud y la OPS, en virtud del cual esta última sirve como oficina regional de la OMS en la que Cuba participa como miembro del organismo mundial de la salud.

3.3.
La segunda excepción estaría configurada por la acción que ha venido desarrollando la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), con relación al gobierno de Cuba.  En efecto, la CIDH a partir de 1962 ha continuado ocupándose de la situación de los derechos humanos en Cuba, y principalmente examinando con base en las denuncias recibidas, la situación de dichos derechos en ese país. Como resultado de sus actividades, la Comisión ha formulado diversas recomendaciones al gobierno cubano, tanto a través de sus Informes Anuales sometidos a la Asamblea General, como de diversos Informes Especiales elaborados sobre la situación de los derechos humanos  en Cuba.

3.4. Con respecto a estos últimos, pueden mencionarse los siguientes Informes especiales: 

a) Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Cuba (OEA/Ser.L/V/II.4,doc.30, 1962);

b)  Informe sobre la Situación de los prisioneros y sus familiares en Cuba (OEA/Ser.L/V/II.7,doc.4,1963); 

c) Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Cuba (OEA/Ser.L/V/II.17,doc.4,1967); 

d) Segundo informe sobre la situación de los Derechos Humanos en Cuba (OEA/Ser.L/V/II.23,doc.6,1970); 

e) Quinto Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en Cuba (OEA/Ser.L/V/II.38,doc.2,1977); 

f) Sexto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Cuba (OEA/Ser.L/V/II.48,doc.7,1979); 

g) Séptimo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Cuba (OEA/Ser.L/V/II.61,doc.29, rev.1, 1983).

3.5. Desde un punto de vista jurídico, la CIDH se ha basado para continuar ocupándose de la situación de los derechos humanos en Cuba en el hecho de que este país no ha denunciado ni tampoco ha dado los pasos necesarios para denunciar la Carta de la OEA y, en consecuencia, el Estado cubano continúa obligado a respetar los principios contenidos en ella, entre los cuales se destaca el que reafirma el principio de que los Estados Americanos proclaman los derechos fundamentales de la persona humana, sin hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo. 

3.6. Otro de los fundamentos jurídicos en que se basa la Comisión es la aprobación por parte de Cuba durante la Novena Conferencia Internacional Americana de 1948, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, que constituye un pilar fundamental del sistema interamericano de derechos humanos, en especial para aquellos Estados Miembros de la Organización que no son parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

IV. Conclusiones. 

4.1.
De los antecedentes antes mencionados queda claro que Cuba es un Estado Miembro de la Organización de los Estados Americanos en virtud de la firma y ratificación de la Carta constitutiva de la OEA que formalizó el 30 de abril de 1948 y el 8 de julio de 1952, respectivamente. Por lo tanto, Cuba es un Estado que está obligado por cada una de las disposiciones de la Carta, incluyendo aquellas relativas a la protección de los derechos humanos.

4.2.
Por su parte,  la Resolución VI adoptada en 1962 en la Octava Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores en aplicación del TIAR, que excluyó al actual gobierno de Cuba, no significó la expulsión del Estado cubano de la OEA, como ha sido reconocido por todos los Estados que conforman nuestra Organización.

4.3.
En el campo de la protección de los derechos humanos, Cuba también se unió a la aprobación, en 1948,  de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la cual constituye junto con la Convención Americana sobre Derechos Humanos, uno de los instrumentos fundamentales del Sistema Interamericano de Derechos Humanos.

4.4.
Como se sabe, conforme a las opiniones y dictámenes tanto de la Corte como de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la Declaración Americana, a pesar de haber sido adoptada como una declaración y no como un tratado, constituye una fuente de obligaciones internacionales para los Estados miembros de la OEA. (Ver: Opinión Consultiva OC-10/89, “Interpretación de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre dentro del marco del Art. 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos”, 1989.)

4.5. La exclusión del gobierno de Cuba, trajo consigo su no participación en los órganos y organismos de la OEA.  Sin embargo, como ya se ha señalado, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos reiteró desde un inicio su competencia para continuar conociendo la situación de los derechos humanos en Cuba.  En efecto, de acuerdo a sus atribuciones y a su propia práctica, así como en base a los compromisos internacionales de Cuba asumidos en virtud de la Carta de la OEA y de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Comisión ha mantenido el ejercicio de sus competencias en relación al cumplimiento de los derechos humanos en Cuba a través de la elaboración de informes especiales sobre la situación de los derechos humanos en ése país, o bien mediante sus informes anuales que, como se sabe, contienen observaciones y recomendaciones sobre todos o la mayoría de los Estados Miembros de la OEA.  La totalidad de estos informes han sido objeto de la consideración o al menos del conocimiento del Consejo Permanente y de la Asamblea General de la Organización, en ejercicio de las atribuciones que la Carta de la OEA les asigna en lo referente a la consideración de los informes de los órganos de la Organización o de las observaciones y recomendaciones que sobre los mismos formule el Consejo Permanente.

4.6. En conclusión, el Consejo Permanente de la Organización, a la luz de los antecedentes jurídicos antes expuestos, las atribuciones que sobre esta materia le otorga la Carta de la Organización, y la práctica establecida por el mismo Consejo, en su condición de órgano permanente de carácter político de la OEA, tiene competencia para conocer la situación de la vigencia de los derechos humanos en Cuba.
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